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COMPRAVENTA Y SUCESIÓN

I. Introducción

Múltiples y diversas son las cuestiones que el operador del derecho debe resolver relacionadas con la venta y la
sucesión de una persona. A título ejemplificativo y simplemente para mostrar la diversidad de la problemática,
enumeraremos algunas de ellas: - ¿Si el heredero vende bienes muebles del causante sin autorización judicial
pierde el beneficio de inventario? - ¿Se debe iniciar el proceso sucesorio para poder enajenar los bienes del
causante? - ¿Qué requisitos debe tener el administrador del sucesorio para poder vender bienes? - ¿Qué deben
hacer los compradores por boleto de compraventa para lograr que se les transfiera el bien comprado? ¿A quién
deben demandar? ¿Pueden demandar al administrador del sucesorio? ¿Puede el juez autorizar al acreedor del
sucesorio para contestar la demanda por escrituración? - ¿Los acreedores del causante pueden enajenar en
pública subasta los bienes del causante para cobrar sus acreencias o sólo pueden enajenar las cuotas partes
indivisas del caudal relicto? - ¿Constituye una compraventa la cesión de derechos hereditarios sobre bienes
particulares? Estos interrogantes surgen porque hay una ineficiente y descoordinada regulación de cómo se
transfiere el activo y el pasivo del patrimonio del causante. Cabe señalar que la sucesión universal mortis causa,
en lo que respecta a la compraventa, implica la transmisión de las obligaciones que el de cujus tenía como
vendedor (ej., entregar la cosa, hacer la escritura o vender si sólo se había comprometido a realizar la venta) y
como comprador (ej., pagar el precio, realizar la escritura o recibir la cosa). Las soluciones relativas a la forma de
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transmisión mortis causa de los bienes fue contemplada por Vélez en el Código Civil, en el marco de una
sucesión en la cual el beneficio de inventario era una excepción y no se preveía el proceso sucesorio. En la
actualidad el Derecho Sucesorio se encuentra desactualizado y desincronizado, ya que por ejemplo sin haberse
adecuado íntegramente el ordenamiento de fondo el principio es el de la aceptación beneficiaria y en orden al
proceso sucesorio es prácticamente imposible que éste no exista. Por otra parte, existe una contradicción entre
las normas de Derecho de fondo y las procedimentales. La falta de adecuación de las leyes sustanciales ha
motivado que el Derecho Procesal haya debido crear instituciones para dar solución a los problemas no resueltos
por las leyes de fondo, las que muchas veces exceden el ámbito propio del Derecho de forma y en la práctica ha
producido como resultado que el Derecho Civil Sucesorio esté completamente divorciado del Derecho Procesal
Sucesorio; ello ha llevado a decir que "Pocas veces una legislación procesal está tan lejos del Derecho que lo
fundamenta y al cual asegura, como aquella en que la legislación argentina estructura el proceso sucesorio que
habrá de permitir en forma adjetiva plasmar el derecho sustantivo reconocido por la legislación de fondo" [1].
Muchas de las instituciones que existen en los códigos de procedimientos no existen en el ordenamiento civil,
como el administrador del proceso sucesorio. Otras, como la declaratoria de herederos, nacieron de creación
eminentemente procesal y fueron receptadas en el orden civil mucho tiempo después y en forma restringida; en
la práctica registral su importancia es trascendente en las provincias que siguen la legislación nacional, mientras
que en otras provincias, como Mendoza, se prohíbe su inscripción en los registros públicos. La situación se
complica por las contradicciones entre algunas normas sustanciales y otras procedimentales, las que
necesariamente deben coordinarse al momento de su aplicación. Por otra parte, el origen pretoriano de la
declaratoria de herederos produce dudas acerca de sus efectos una vez que ha sido inscripta en los registros
inmobiliarios, ya que para algunos pone fin al proceso sucesorio y para otros no lo pone. Esta situación caótica
con respecto a la única transmisión de bienes que es inevitable (ya que la transmisión de los bienes mortis causa
se produce indefectiblemente), lógicamente da inseguridades a herederos y acreedores sobre la forma de
efectivizar la venta de los bienes comprometida por el causante y sobre la forma de vender los bienes
sucesorios. Podría pensarse que la situación es sencilla para el supuesto de los herederos de puro derecho, ya
que el Código Civil prevé en el artículo 3410 [2] que la transmisión mortis causa se produce de pleno derecho
desde el momento de la muerte del causante sin necesidad de intervención de los jueces si se trata de herederos
forzosos. Si esta norma fuera aplicada plenamente los herederos forzosos estarían en condiciones de cumplir
con las obligaciones asumidas por el causante en su calidad de comprador o vendedor, y al mismo tiempo, de
vender cualquier bien de la herencia sin intervención judicial alguna. En la práctica ello es casi imposible, debido
a que la realidad exige la realización de un proceso sucesorio a los fines de la determinación de los herederos,
de los bienes que componen el acervo y de su inscripción registral, y existen dudas sobre las consecuencias de
la realización de una venta de bienes sucesorios y sus efectos sobre la pérdida del beneficio de inventario.
Insistimos en que esta discordancia entre la normativa sustantiva y la realidad influye en la relación entre la
compraventa y la sucesión, tanto en lo que hace a la perfección del contrato de venta cuando una de las partes
muere como a la posibilidad de vender bienes de un difunto durante el proceso sucesorio. El propósito del
presente trabajo es básicamente abordar dos de las cuestiones antes planteadas; la primera relativa al modo
como los acreedores del causante pueden efectivizar las obligaciones asumidas por el de cujus al vender o
comprometer en venta bienes, y la segunda relacionada con la venta de bienes sucesorios durante el período de
indivisión poscomunitaria y tratar algunos casos de compraventa de bienes particulares.

II. Los acreedores del causante y la promesa de venta de bienes realizada por el de cujus

El primer tema que vamos a abordar es el supuesto en que el causante realiza un boleto de compraventa y
muere sin cumplir con la obligación de escriturar.

1. ¿Quién es el obligado a escriturar?

Para dar respuesta a este interrogante hay que establecer previamente si se ha realizado la partición que ha
puesto fin a la comunidad hereditaria o si persiste la comunidad hereditaria.

a) Supuesto de finalización de la comunidad hereditaria por partición

Si la partición se ha efectivizado está obligado a realizar la escritura traslativa de dominio aquel de los herederos
a quien se le haya adjudicado el bien (cfr. el art. 3505 del Cód. Civ.) sin perjuicio de la garantía de evicción que le
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deben sus coherederos por la mengua que el cumplimiento de la obligación de escriturar produce en la hijuela
del adjudicatario.

b) Vigencia de la comunidad hereditaria

Si la comunidad hereditaria se encuentra vigente se aplica el artículo 3450 del Código Civil y sólo podrán realizar
la escrituración la totalidad de los herederos [3]. Ello, por cuanto la obligación de escriturar en cuanto específica
obligación de hacer es indivisible y escapa al principio de la división de créditos y deudas (arts. 3485, 3488, 3489,
3491 y concs., Cód. Civ. y nota al 3475 en relación con arts. 667 y concs. del mismo cuerpo normativo).

2. ¿A quién demandar para la escrituración?

a) Supuesto en que se conozca a los herederos y éstos sean poseedores de pleno derecho

Los acreedores de la obligación de escriturar pueden demandar a los herederos con posesión hereditaria de
pleno derecho sin necesidad de iniciar el juicio sucesorio, ya que la declaratoria de herederos no es requisito
indispensable para que los sucesores promuevan las acciones que les competen como tales, si se hallan en
posesión de la herencia ministerio legis [4], bastando que acrediten su vínculo con el causante, sin que sea
necesario el dictado de la declaratoria de herederos [5]. Por otra parte, es necesario recordar que los herederos
que tienen la posesión hereditaria de pleno derecho pueden ejercer todas las acciones que correspondían al
causante, sin suministrar otras pruebas que las que se podían haber exigido al propio difunto [6]; sólo cuando se
trata de demandar a un tercero por un crédito divisible es preciso contar con la declaratoria de herederos, porque
al dividirse éste de pleno derecho, la declaratoria de herederos sirve para determinar la cuota del heredero actor
[7] pero como la obligación de escriturar es indivisible no es necesario contar con la declaratoria de herederos
para iniciar la acción. Claro que al demandar a los herederos de pleno derecho que no hayan aceptado la
herencia se corre el riesgo de que éstos renuncien, si no han aceptado previamente la misma [8].

b) Supuesto en que se conozca a los herederos y éstos no sean poseedores de pleno derecho

Si los acreedores conocen a los herederos y éstos no son poseedores de pleno derecho, en verdad deberían
iniciar el juicio sucesorio para que el juez los ponga en posesión de la herencia. Pero jurisprudencialmente se ha
sostenido que no es excusa suficiente la falta de declaratoria de herederos o la falta de posesión judicial de la
herencia por parte del juez si los acreedores no renuncian a la herencia. A saber: - No puede el demandado ser
obligado a litigar con quien no sabe aún si es heredero o no, por no haberse dictado la declaratoria, o por no
estar aprobado el testamento. Pero si el demandado, por constarle el vínculo, no opone reparos, no puede haber
obstáculo para que el pleito se formalice. En ese sentido se ha admitido la posibilidad de que los herederos
puedan ser demandados aun cuando no tengan la posesión de la herencia. Es que si el heredero reconoce su
carácter de tal, no podría oponer la falta de personería, pudiéndolo hacer solamente si niega su carácter de tal
[9]. - Si bien los herederos que deben solicitar judicialmente la posesión hereditaria no se encuentran facultados
para demandar mientras no exista declaratoria (art. 3414, Cód. Civ.), aquéllos no pueden válidamente oponer la
defensa de falta de legitimación para obrar ante las demandas promovidas por acreedores del causante, siempre
que hayan reconocido su vocación hereditaria o aceptado expresa o tácitamente la herencia [10]. - La
circunstancia de que a la sucesora del vendedor fallecido se le haya otorgado la posesión de la herencia, carece
de entidad para desvirtuar la interrupción de la prescripción de la acción de escrituración derivada de la posesión
pacífica del bien por el comprador, si se tiene en cuenta que tal posesión es siempre conferida sin perjuicio de
terceros, y la falta de presentación del comprador al juicio sucesorio del vendedor cuando fueron publicados los
edictos en nada afecta sus derechos, toda vez que ninguna disposición legal lo establece [11].

c) Supuesto en que no se conozca a los herederos

Conforme surge del juego armónico de los artículos 3314 del Código Civil y 729 del CPCCN, los acreedores sólo
pueden actuar por el heredero para iniciar la sucesión cuando éste, previamente intimado, no lo hace, o para
continuar el trámite si el sucesor lo abandona (art. 1196, Cód. Civ.) [12]. Si el acreedor al boleto de compraventa
tiene indicio sobre la existencia de algún heredero de su vendedor debe intimarlo a que declare si acepta o no la
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herencia del causante, dentro de lo previsto por el artículo 3314, dándole un plazo de treinta días para expedirse.
Vencido dicho plazo puede que el intimado adopte una de tres conductas posibles: - A) Que conteste afirmando
que acepta la sucesión. - B) Que conteste haciendo saber que renuncia a la herencia. - C) Que no conteste. Las
alternativas A y B no presentan mayores problemas para que el comprador pueda seguir adelante en su hazaña
de conseguir la ansiada escritura traslativa de dominio. Frente al heredero claramente aceptante de la herencia
sólo restará demandarlo por escrituración, previa mediación si la demanda hubiere de promoverse dentro de la
Ciudad Autónoma de Buenos Aires, y respetando el fuero de atracción por tratarse de una acción personal
entablada antes de la partición. Frente al heredero renunciante queda al comprador la posibilidad de investigar
acerca de la existencia de algún heredero subsidiario y eventualmente luego de cumplidos los cuatro meses
desde la fecha de fallecimiento de su vendedor conforme al artículo 689 del CPCCN y puede iniciar la sucesión
en su carácter de acreedor para obtener la citación por edictos de herederos desconocidos a fin de procurar el
dictado de una declaratoria que incluya a los que se presenten aceptando la herencia, y, a falta de todo heredero,
procurar la declaración de vacancia para tener a quién exigir la escrituración: el Fisco.

d) Vencimiento del plazo sin aceptación por parte del heredero. Inicio del juicio sucesorio por los
acreedores

La situación que se plantea es similar a la que se genera con el vencimiento del término del artículo 3313 [13] del
Código Civil; la cuestión reside en determinar si el silencio del coheredero debe interpretarse como aceptación o
como renuncia de la herencia, a cuyo comentario remitimos y agregamos dos posturas:

(i) Tesis que considera al heredero aceptante si contesta la demanda o guarda silencio, y renunciante si
opone excepción de falta de legitimación

Una particular solución es propiciada por algunos doctrinarios, en cuya opinión el artículo 3314 constituye "un
recaudo formal previo para la acción de los terceros interesados". Quiere esto decir que, estando los interesados
en condiciones de accionar contra el heredero, éste deberá pronunciarse durante los treinta días conferidos por
la norma. Si se presenta y contesta la demanda, como también si no lo hace y es declarado rebelde, debe
interpretarse que media aceptación de la herencia. En cambio, si opone excepción de falta de legitimación
pasiva, la cual evidentemente se fundará en su renuncia, será considerado como un extraño, no obstante tener
que afrontar las costas del proceso por haber dado origen con su silencio a su promoción [14].

(ii) Tesis que vincula los efectos de la intimación al apercibimiento contenido en la misma

Prayones vincula las consecuencias del silencio a la forma en que hubiere sido efectuada la intimación y,
específicamente, al apercibimiento concreto que ella contenga. Así, si la misma fue hecha bajo apercibimiento de
tenerlo por aceptante, su silencio acarreará tal efecto. En el supuesto de que se haya hecho sin apercibimiento
alguno, correspondería seguir el procedimiento hasta declarar vacante la sucesión [15]. Desde otro ángulo, entre
los derechos conferidos legalmente a los terceros interesados no debe olvidarse la posibilidad que éstos tienen
de aceptar la herencia, en nombre del heredero, por vía de la acción subrogatoria. Al respecto, se ha resuelto
que todos los que tienen un derecho subordinado a la aceptación de la herencia, entre los cuales se hallan los
acreedores del heredero, pueden ejercer la acción subrogatoria, con la finalidad de aceptar la herencia en
nombre de su deudor y obtener, de este modo, su inclusión en la declaratoria de herederos [16]. A ello ha de
sumarse que los acreedores cuentan con la posibilidad de demandar la revocación tanto de la aceptación como
de la renuncia del heredero deudor, bajo los términos y condiciones estipulados en los artículos 3340 y 3351 del
Código Civil. En definitiva, si se intima a la persona que se presume heredera o que no tiene posesión hereditaria
y ésta guarda silencio corresponde, a nuestro juicio, el inicio del juicio sucesorio a fin de precisar al sucesor,
teniendo en cuenta que el proceso sucesorio es el procedimiento voluntario universal mediante el cual se
identifica a los sucesores, determina el activo y el pasivo del causante, y se distribuye el haber líquido hereditario.
Con lo cual en este caso lo más conveniente es el inicio del juicio sucesorio por acreedor a fin de lograr una clara
determinación del obligado a escriturar. Pero hay que tener en cuenta que los acreedores no son partes del juicio
sucesorio, ni pueden lograr la escrituración en este proceso, que no tiene por fin satisfacer las ejecuciones
particulares. Es decir que no podrían solicitar al juez del sucesorio que firme la escritura traslativa de dominio. En
este sentido la jurisprudencia reiteradamente ha afirmado que: - Las pretensiones insatisfechas de los terceros o
acreedores con relación a los herederos, o aun las de estos últimos entre sí, deben deducirse por la vía
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pertinente, ya que exceden el marco del sucesorio y desvirtúan la finalidad a que está destinado [17]. - La
autorización que se haya concedido al acreedor del heredero para proseguir el sucesorio ante la inactividad de
los sucesores se satisface colocando los autos en condiciones de poder luego hacer efectivo el crédito sobre los
bienes adjudicados en la partición a su deudor, pero en modo alguno lo faculta para ejecutar luego en el mismo
juicio dichos bienes, debiendo hacerlo en el juicio pertinente [18]. No obstante no poder lograr la escrituración en
el proceso sucesorio a los acreedores del causante les conviene el inicio del juicio sucesorio por: a) la necesidad
de identificar a los herederos; b) la necesidad de precisar la composición del caudal relicto [19].

e) Falta de legitimación del administrador de la sucesión

Puede ocurrir que el proceso sucesorio se encuentre iniciado, exista declaratoria de herederos y se haya
designado administrador sucesorio. En este caso, razones de conveniencia práctica determinarían que la
demanda de escrituración se intente contra el administrador sucesorio. La legitimación del administrador para
estar en juicio en representación de los herederos solucionaría un problema práctico muy importante que fue
planteado hace más de cuarenta años por De Gásperi, quien señalaba que muchas veces es completamente
imposible trabar la litis cuando los herederos habitan en distintos lugares o países o existen herederos sujetos a
tutela y curatela. Y se preguntaba "a dónde irían a parar los intereses de todos ellos si el administrador nombrado
no estuviese facultado a asumir su defensa o promover las acciones que colectivamente le corresponda" [20]. No
obstante los reclamos doctrinarios para otorgar legitimación procesal al administrador del sucesorio y los
proyectos de reforma que han existido en tal sentido, en la actualidad en nuestro sistema jurídico no es posible
demandar por escrituración al administrador sucesorio porque éste no es un representante de los herederos y
carece de legitimación para estar en juicio tanto activa como pasivamente, como unánimemente lo ha sostenido
la jurisprudencia y la doctrina. En definitiva, en la actualidad el administrador de la sucesión "necesita la
autorización judicial, o poder de todos los herederos, para contestar demandas que no sean consecuencia de la
administración que ejerce así como para estar en juicio por los herederos, o por la sucesión cuando ésta aparece
como actora o demandada" [21]. Por ello el administrador no puede contestar demandas de escrituración contra
el causante, salvo autorización unánime de los herederos, la que no se puede salvar con la mera autorización
judicial (art. 3451, Cód. Civ.) [22]. Sobre este tema se ha resuelto expresamente que carece de legitimación para
ser demandado por escrituración el administrador del sucesorio. Concretamente se ha fallado que: - "El
administrador del sucesorio sólo puede realizar actos conservatorios de los bienes administrados, o sea, que le
están vedados los de disposición, para los cuales se requiere la conformidad de todos los sucesores, como
poseedores de pleno derecho de la herencia. En virtud de ello, debe rechazarse la demanda por escrituración
notificada, únicamente al administrador judicial de la sucesión, mas no a los herederos" [23]. Una vez notificado a
los herederos éstos pueden autorizar al administrador judicial para que los represente en el juicio; cabe señalar
que la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha dicho que como principio general la autorización judicial no
suple la necesidad de contar con la autorización de los herederos. Específicamente se ha sostenido que: - Como
principio general el administrador no puede incoar o contestar demandas a nombre de la sucesión, salvo
autorización unánime de los herederos, la que no puede salvarse con la mera autorización judicial y corresponde,
por consiguiente, acoger la defensa de falta de acción basada en la carencia de personería de la sucesión actora
[24]. En otros precedentes se ha resuelto que a más de la autorización de los herederos se requiere autorización
judicial. En este sentido se ha fallado que: - Sin perjuicio de que, en principio, las sucesiones indivisas no
constituyen propiamente una persona de existencia ideal o jurídica, y que por ello carecen de legitimación para
obrar, nada empece a que los herederos confieran mandato al administrador de la sucesión y que éste -con
autorización judicial- concurra a interponer la correspondiente acción judicial [25]. - El administrador de una
sucesión [26] tiene facultades limitadas por la ley (arts. 340, 341 y 342, CPCCN), no estando facultado para
entablar o contestar demandas a nombre de la sucesión, excepto autorización unánime de los herederos o del
juez. Consideramos que el principio general es que los herederos deben autorizar por unanimidad al
administrador para que los represente en juicio, que no requieren autorización judicial para ello, y que
excepcionalmente el juez puede autorizar al administrador a contestar una demanda por escrituración cuando se
plantee un conflicto entre los herederos, ya que debe resolverlo haciendo aplicación de lo dispuesto por el
artículo 3951 del Código Civil.

3. Medidas precautorias de los acreedores de la obligación de escriturar
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a) Posibles peligros

Cabe reflexionar cuáles serían los riesgos que fallecido el titular de dominio acecharían al inmueble
comprometido en venta. Advertimos que algunos de los peligros concretos que podrían suscitarse serían: - Venta
por boleto con entrega de posesión que de común acuerdo firmaren todos los herederos que ostentaren la
posesión hereditaria de pleno derecho, por ejemplo los hijos del titular dominial, quienes podrían actuar de buena
fe, por ejemplo cuando desconocieran que su padre había suscripto boleto de venta del inmueble sin entregar
posesión. - Embargo por parte de otro acreedor del causante-vendedor en juicio en el cual inclusive el causante
hubiera tenido oportunidad de contestar demanda u oponer excepciones en vida para descartar defectos de traba
de litis, pero no lo hubiera hecho y hubiera así permitido que se peticionara declaración de rebeldía y embargo
del inmueble. - Venta por tracto abreviado mediante inscripción de la declaratoria de herederos. La cuestión
reside en determinar qué medidas debería adoptar el comprador por boleto para lograr una protección adecuada,
justa, suficiente. ¿Debería optar por el embargo previsto específicamente por el artículo 211 del CPCCN o por la
anotación de litis? A los fines de las ventajas y desventajas de las medidas a adoptar hay que tener en cuenta la
vigencia y los costos de las medidas [27]. Pero antes de elegir entre medidas cautelares, cabe determinar cuál es
la vía para que el acreedor obtenga la medida precautoria cuando no se ha identificado a los herederos y cuál es
el juez competente.

b) Juez competente para el dictado de la medida precautoria

Consideramos que el magistrado competente es el juez de la sucesión, o sea el de la jurisdicción del último
domicilio del causante con competencia en lo civil, porque éste será, en definitiva, el juez competente en la
acción de escrituración, salvo, claro está, la posibilidad de solicitar medidas cautelares urgentes ante cualquier
juez, quien luego de evaluado el cumplimiento de los requisitos de verosimilitud del derecho y peligro en la
demora, de encontrar asidero para dar curso a la cautelar solicitada, debería inmediatamente después declararse
incompetente y remitir el expediente al juez que sí lo sea.

c) Medidas a adoptar en el juicio de escrituración

Todas las medidas de aseguramiento de bienes pueden ser adoptadas en el juicio de escrituración que el
acreedor puede iniciar contra el causante, y éstas serán acordadas si median los requisitos de su procedencia,
máxime cuando no se conoce a los herederos y existen peligros sobre los bienes. Pero además de éstas quedan
otras medidas, poco intentadas, poco conocidas, jurisprudencialmente resistidas, pero que pueden resultar una
herramienta eficaz y válida.

d) Medidas que tienden a la protección del patrimonio hereditario (art. 690, CPCCN)

Si el acreedor ha abierto la sucesión o está en vías de iniciarla puede solicitar medidas que tiendan a la
protección del patrimonio hereditario (art. 690, CPCCN). El fundamento de este tipo de medidas asegurativas es
la preservación del patrimonio del causante y de los derechos de los herederos, que se pueden encontrar en
peligro por muy diversas razones, entre las que se cuentan el peligro material producido por el tiempo o por la
naturaleza, como así también el riesgo jurídico por la acción de terceros o de los mismos herederos que busquen
ocultar bienes hereditarios o transferirlos. Sobre el fundamento de este tipo de medidas se ha sostenido
jurisprudencialmente: - Es admisible la adopción, por el juez competente en la sucesión, de las medidas de
seguridad de los bienes expresamente contempladas por el artículo 715 del Código Procesal, y las que resulten
conducentes al cumplimiento de uno de los objetivos del proceso, cual es la determinación y conservación de los
bienes integrantes del patrimonio relicto [28]. Estas medidas deben cumplir con los siguientes requisitos: a)
Prueba de la muerte del causante. b) Prueba del riesgo del patrimonio del causante. c) Prueba del derecho del
solicitante. Lo que se busca asegurar es la conservación del patrimonio hereditario, por lo cual para que se logre
su dictado se deberá explicitar y, en su caso, demostrar el riesgo que corre el caudal relicto, o bien el riesgo del
sucesor a título universal o particular, o el cónyuge o el cesionario de derechos hereditarios de no poder
efectivizar sus derechos sobre el caudal partible, o de verlo disminuido. El peligro para los bienes hereditarios se
produce fundamentalmente cuando la herencia no está administrada o está incorrectamente administrada.
Difícilmente ello ocurrirá si, por ejemplo, existe un administrador judicial o extrajudicial nombrado por unanimidad,
ello así porque es el administrador quien debe realizar las medidas conservativas del caudal relicto. En definitiva,
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se debe probar el motivo que haga necesaria la adopción de actos que no son los comunes de todo tipo de
proceso sucesorio, sino que, por el contrario, son "extraordinarios" y, por tanto, como no son de trámite obligado,
se deben fundamentar los extremos que avalan la solicitud. El solicitante debe también acreditar su calidad de
interesado en el trámite sucesorio; en principio estos actos no están pensados para los acreedores, quienes
tienen a su disposición las medidas cautelares genéricas, para afianzar sus derechos. Aunque excepcionalmente
también puede acordarse este tipo de aseguramiento a los acreedores. Así por ejemplo cuando la sucesión es
abierta por un acreedor es innegable el derecho de éste a solicitar como medida preventiva la realización de
medidas asegurativas... La determinación de la legitimación de los acreedores del causante para la solicitud de
actos procesales tendientes a la conservación del patrimonio relicto será una cuestión de hecho que deberá
examinarse en cada caso en particular, debiendo tenerse presente para su otorgamiento la finalidad de las
mismas. Siempre teniendo en cuenta que la jurisprudencia la ha acordado a los acreedores en forma restrictiva.
Al respecto se ha fallado que: - Las medidas autorizadas por el artículo 690 del Código Procesal tienden a
individualizar el haber hereditario, a conservarlo y a evitar su desaparición, pérdida o cambio de situación jurídica.
Lo expuesto implica que deben adoptarse siempre que a criterio del juez exista la posibilidad seria de un perjuicio
a herederos, legatarios e incluso acreedores del causante [29]. - No corresponde dictar las medidas que autoriza
el artículo 690 del Código Procesal para asegurar derechos que serán materia de otro proceso [30].

III. Venta de bienes en el sucesorio pendiente la indivisión

Múltiples son las cuestiones que surgen con respecto a la venta de bienes durante el trámite del proceso
sucesorio. En el presente nos abocaremos al tratamiento de: - Facultades del administrador de la sucesión para
vender bienes. - La venta de bienes de la herencia y la pérdida del beneficio de inventario. - La venta forzosa de
los bienes del sucesorio por acción de los acreedores. - Las cesiones de derechos hereditarios sobre bienes
determinados. Trataremos por separado estos temas.

1. Facultades del administrador judicial definitivo

El administrador judicial definitivo es aquel que se desempeña a partir de la declaratoria de herederos o la
aprobación judicial del testamento hasta la partición (art. 709, CPCCN); éste no representa a los herederos como
lo haría un apoderado con amplias facultades de administración y disposición [31]. Al contrario, los herederos
conservan todas las facultades respecto de las cosas y bienes que componen la masa que deben ejercer de
común acuerdo, con unanimidad. Es decir que la función del administrador es la de organizar las acciones
respecto de la cosa común entre varios. A continuación analizaremos qué bienes puede vender el administrador
de la sucesión. a) Bienes que puede vender sin autorización judicial. El administrador sólo puede vender los
bienes comprendidos en el artículo 712 del CPCCN; de ello se desprende que para celebrar un contrato de venta
que no revista el carácter habitual dentro del giro normal de los negocios que el causante tenía, y continúa el
administrador, debe contar con la previa autorización judicial, pero si la operación no es nueva en las relaciones
comerciales entre las partes, es decir si era habitual entre ellas, el administrador puede proceder a la
enajenación [32]. Así, por ejemplo, se ha resuelto que: - "El administrador de una sucesión en la cual existe un
fondo de comercio debe considerarse facultado para vender las mercaderías ofrecidas a la venta por el mismo y
adquirir las necesarias para reponer el faltante" [33]. - "Las facultades del administrador se circunscriben a la
conservación y vigilancia de los bienes del sucesorio, aunque si, como en la especie, entre los que componen el
acervo hereditario se encuentra algún productor de frutos, mediante procedimientos normales puede proceder a
su explotación" [34]. b) La venta de los demás bienes requiere autorización judicial previa.

2. La venta de los bienes de la herencia y la pérdida del beneficio de inventario [35]

Una cuestión que merece ser tenida en cuenta es qué efectos produce la venta de bienes de la herencia con
relación al beneficio de inventario. Al respecto cabe distinguir entre los bienes perecederos y los que no lo son, y
los que el causante tenía para vender. En relación a los primeros, éstos pueden ser enajenados sin necesidad de
autorización judicial y con obligación de rendir cuentas; lógicamente quedarán sujetos al posterior control
jurisdiccional sobre si su venta constituyó o no un acto de buena administración según lo dispuesto por el artículo
3406. Estimamos que en orden a determinar si la venta constituyó o no un acto de buena administración, el juez
debe considerar que se ha tratado de un acto de administración ordinaria, pues teniendo el heredero la libre
administración de los bienes (art. 3388), en la duda, sus facultades no deben interpretarse restrictivamente,
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mucho más cuando tal criterio restrictivo puede conducir a la aplicación de una sanción al heredero [36]. La
cuestión más importante es precisar cuál es la sanción para el heredero beneficiario si el juez resuelve que la
venta, por sus condiciones, forma de realizarse, características de los bienes, etcétera, no constituyó un acto de
administración normal o de buena administración. El Código no da respuestas precisas y doctrinariamente se han
sostenido tres posiciones diferentes: (i) Que el heredero beneficiario pierde el beneficio de inventario; (ii) que el
heredero beneficiario sólo responde de los perjuicios ocasionados a la masa hereditaria sin perder su condición
de beneficiario; (iii) posición ecléctica. Coincidimos con los autores que en una posición ecléctica sostienen que
el heredero sólo es responsable como mal administrador por el perjuicio causado a los acreedores y legatarios,
sin que ello importe la pérdida del beneficio. Pero no debe descartarse que, considerando las características del
bien enajenado, su importancia patrimonial en relación al acervo sucesorio, y demás circunstancias, el juez
pueda resolver la pérdida del beneficio de inventario [37]. Distinta es la respuesta cuando se trata de venta de los
bienes que no son perecederos ni estaban destinados a ser vendidos por el causante; en este caso, tratándose
de un acto prohibido para el heredero, la sanción es la pérdida del beneficio de inventario (art. 3393, Cód. Civ.).

3. La venta forzosa de los bienes del sucesorio por acción de los acreedores del heredero [38]

La cuestión radica en determinar si los acreedores del causante, o en su caso de los herederos, pueden subastar
los bienes del sucesorio, pueden subastar los derechos o acciones o deben esperar la partición.

a) Los acreedores de los herederos no pueden subastar directamente los bienes sucesorios

Para que los acreedores de algún heredero puedan subastar un bien particular previamente deberá encontrarse
inscripta la adjudicación del bien a nombre del sucesor. Ello plantea la cuestión acerca de si los acreedores de
los herederos deben ejercer la acción de partición por vía subrogatoria o si pueden ejecutar los derechos y
acciones sobre la herencia. Un sector de la jurisprudencia ha entendido que no se pueden subastar los derechos
y acciones sucesorias. Así se ha resuelto en Santa Fe y en Córdoba, a saber: - "Si bien el artículo 487 del Código
de Procesal de Santa Fe, en su parte final, admite la posibilidad de embargar los créditos y acciones que
pertenezcan al heredero de una sucesión, prohíbe su venta forzada, de donde cabe deducir que el acreedor se
verá forzado a promover la acción subrogatoria u oblicua prevista en el artículo 1196 del Código Civil, con todas
las consecuencias propias y emergentes de la misma" [39]. - Es improcedente la subasta de derechos y acciones
pertenecientes al deudor durante el estado de indivisión hereditaria, pues los acreedores de los herederos para
ejecutar su acreencia, requieren de la previa partición a efectos de individualizar los bienes que se adjudicarán al
obligado en pleno dominio [40]. - Subsistiendo el estado de comunidad hereditaria, no pueden subastarse bienes
determinados por deudas de un coheredero que es propietario de ellos, ya sea porque no se le adjudiquen con la
partición o porque el pasivo de la sucesión los absorba [41]. - Subsistiendo el estado de comunidad hereditaria,
los créditos, derechos y acciones embargables no pueden ser vendidos coactivamente, encontrándose el
acreedor facultado tan sólo al ejercicio de la acción oblicua, subrogándose en los derechos de su deudor [42]. -
Habiéndose embargado los derechos hereditarios del deudor, no puede decretarse la subasta del inmueble
integrante del acervo hereditario de aquél como único heredero de su padre [43]. Por nuestra parte no
compartimos esta jurisprudencia negativa por las siguientes consideraciones:

b) El embargo y la venta en pública subasta no se encuentran prohibidos ni en los ordenamientos de
fondo ni en los de forma

El Código Civil no impide la enajenación en pública subasta de los derechos y acciones sobre bienes hereditarios
y, por lo tanto, es aplicable el principio de que todo aquello que no está prohibido, está permitido, máxime que en
materia de embargos el principio general es la embargabilidad [44]. Es contradictorio admitir la cesión de
derechos de un boleto y no admitir el remate, como consecuencia de un embargo. Si se admite que es posible la
cesión no se advierte por qué no se pueda embargar y subastar, ya que en ambos casos el objeto es el mismo y
lógicamente al no existir un derecho real de dominio el precio de la cesión o de la venta en pública subasta va a
ser menor. Por otro lado, el Código Civil prevé la posibilidad de la subasta de derechos y acciones. Los artículos
1444 y 1435 del Código mencionado permiten la subasta de los derechos y acciones siempre y cuando éstos se
encuentren en el patrimonio del deudor, y los derechos y acciones derivados de la sucesión se encuentran en el
patrimonio del deudor; por ende, no se advierte por qué no pueden ser embargados y en su caso subastados, ni
por qué se lo debe obligar al acreedor a esperar a ejercitar la acción de subrogación cuando puede vender
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públicamente los derechos y acciones de su deudor.

c) Impedir el embargo equivaldría a sustraer un bien de la prenda común de los acreedores sin ninguna
razón de orden superior que lo justifique

Es regla que emana de las mismas disposiciones del Código Civil que todo el patrimonio del deudor es la prenda
común de los acreedores. De ahí que constituyendo los derechos y acciones sucesorios un bien susceptible de
valor económico, la negativa a embargarlos sólo acarrearía desmedro al acreedor ejecutante, obligándolo a
promover otro juicio de resultado incierto, cuando están reunidas las condiciones mínimas indispensables que
tornan procedente la subasta [45]. De todo lo expuesto concluimos que no existe ninguna razón de orden
superior que justifique la inembargabilidad de un bien de neto corte patrimonial como lo son los derechos que se
obtienen sobre el caudal relicto.

d) El ejercicio de la acción subrogatoria resulta inseguro e injusto para el acreedor

Entendemos que el remitir a los acreedores al ejercicio de la acción subrogatoria no es justo ni eficaz para ellos
porque equivale a embarcarlos en un largo proceso, cuando pueden ver satisfecha en forma más efectiva su
acreencia.

4. Venta de inmuebles del sucesorio

a) La necesidad de la subasta judicial. Fundamento

El artículo 3393 le impone al heredero beneficiario que pretende vender un bien que no sea un mueble
perecedero o un bien que el causante tenía para vender, el cumplimiento de dos requisitos formales: la
autorización judicial y el remate público. El requisito de la subasta pública fue impuesto con el fin de proteger el
interés de acreedores y legatarios, y el objetivo de procurar que la totalidad del precio obtenido sea públicamente
conocido, a fin de impedir que parte del mismo se pague ocultamente al heredero, como podría ocurrir en una
venta privada.

b) Dispensa de la subasta de inmuebles. Fundamento y requisitos

La unanimidad de "la doctrina contemporánea, acudiendo a la aplicación analógica del artículo 442 referido a la
venta de bienes de menores sometidos a la tutela, admite que el juez autorice la venta sin remate público,
cuando sea más ventajosa y medie conformidad de todos los acreedores y legatarios presentados, pues si la
norma del artículo 3393 tiende a protegerlos y ellos están de acuerdo en soslayarla, el propósito tuitivo queda
cumplido" [46]. Lo prudente para proteger el interés de acreedores y legatarios no presentados, como así para
prevenir el riesgo de que éstos al presentarse pidan la caducidad del beneficio de inventario, y demostrar,
además, la buena fe del heredero, es que el juez requiera una previa tasación del inmueble. Pero aun cuando no
se haya hecho la tasación previa, si el precio obtenido en la venta privada ha ingresado a la sucesión y se
demuestra que es conveniente y satisfactorio de acuerdo a los valores del mercado, no corresponderá aplicar la
sanción de pérdida de beneficio de inventario, porque los acreedores y legatarios no podrán invocar perjuicio
alguno. Si los acreedores y legatarios no se ponen de acuerdo acerca de la prescindencia de la subasta pública,
pero la mayoría de ellos está conforme con la venta privada, el juez puede autorizarla, ya que existirían las
mismas razones que de haber unanimidad, pues la minoría no puede perjudicar a la mayoría imponiendo una
venta costosa e inconveniente. La mayoría debe computarse por personas y capitales. En estos casos, la
autorización judicial ha de concederse si el precio de venta supera al valor de la tasación efectuada por el
experto designado por el juez [47]. A la inversa: si mediare oposición a la venta privada de la mayoría de
acreedores y legatarios, el juez debe atenerse al cumplimiento de la norma que exige el remate público, pues
debe ser atendido el interés de aquellos en cuyo beneficio se ha establecido el requisito [48]. Los tribunales han
resuelto que los bienes inmuebles de la herencia aceptada bajo beneficio de inventario deben ser enajenados en
pública subasta, teniendo los acreedores derecho a oponerse a su venta privada [49]. No obstante, es posible
prescindir de la subasta si todos o la mayoría de los acreedores y legatarios están de acuerdo en ello, y se ha
efectuado una tasación judicial previa, siempre que, además, la venta privada signifique la obtención de un precio
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muy superior al del remate [50]. Sin embargo, no procede la caducidad del beneficio de inventario por la venta de
bienes inmuebles sucesorios sin remate público, cuando ha existido autorización judicial para la venta privada,
aunque se haya omitido una tasación de los bienes previa a la autorización, siempre que posteriormente se
demuestre que los precios obtenidos no significan perjuicio para la sucesión ni para los acreedores y legatarios
[51].

5. Venta de bienes concretos previa a la partición, mediando inscripción de la declaratoria de herederos

a) La práctica

En la práctica de la Capital Federal y de las provincias donde se permite la inscripción de la declaratoria de
herederos les basta a los herederos contar con declaratoria de herederos y orden de inscripción de la misma
respecto del inmueble cuya venta de conformidad desean realizar para concretar la inscripción por tracto
abreviado junto con la compraventa, con el consiguiente peligro que esto tiene para los acreedores por no existir
una partición judicial. A continuación analizaremos cómo se protege a uno de los acreedores más importantes del
proceso sucesorio (al abogado) contra estas ventas.

b) Protección de los honorarios del abogado

Los honorarios del abogado que interviene en el trámite sucesorio son una de las cargas hereditarias que deben
ser atendidas con los bienes hereditarios. Dentro de ellos, en principio, debe imputarse a la porción disponible,
pero si ésta resultare insuficiente para cubrir los legados, los gastos funerarios y las cargas comunes, entonces
éstas se sacarán de la masa, los gastos funerarios de la porción disponible y se pagarán los legados respetando
el orden establecido por el artículo 3795 del Código Civil. Como forma de protección de los honorarios
profesionales al ordenar la inscripción de la declaratoria de herederos o testamento aprobado en los registros
respectivos, se debe disponer, como medida previa, la citación a los profesionales que hayan intervenido en el
proceso dentro de los dos años anteriores y cuyos honorarios no resulten de autos haber sido abonados. Ello
surge de lo dispuesto por el artículo 55 de la ley 21.839. Esta disposición concede al profesional un medio
tendiente a garantizar el cobro de los honorarios por su actuación en el proceso; su finalidad es eminentemente
tuitiva del salario de los profesionales intervinientes. A tal fin se le brinda la posibilidad de ser oído con el objeto
de proteger sus derechos frente a las medidas que puedan disminuir su garantía. El poder jurisdiccional está
facultado para decidir las oposiciones formuladas por los letrados intervinientes, sobre la base de los
antecedentes y particularidades de la causa y siempre que con ello no se lesionen los legítimos intereses del
oponente. Por eso, la oposición que se formula invocando la citada norma legal debe ser razonable en atención
al monto probable de los honorarios impagos, y no un medio para trabar innecesariamente los derechos de los
interesados. Si los herederos quisieran evitar el perjuicio que les causa la oposición formulada, no habría ningún
obstáculo para que ella cese, bastando con que los interesados en la inscripción afiancen el pago de los
honorarios del oponente depositando el monto que el juez fije prudencialmente, u ofrezcan garantía suficiente,
pues, de acuerdo al texto de la ley, no es el letrado quien está obligado a asegurar sus honorarios solicitando las
medidas tendientes a garantizar su cobro [52]. Los honorarios del abogado cuentan dentro de la Provincia de
Buenos Aires con la protección que da la ley 8904 de ejercicio de la profesión que establece la necesidad de
manifestación expresa del abogado de haber percibido los honorarios que le son regulados en la orden de
inscripción de la declaratoria como requisito previo para que el Registro tome nota tanto de la declaratoria como
del tracto abreviado (art. 20).

c) Deberes de los escribanos

Precisamente en cuanto a la posibilidad de que simultáneamente con la inscripción de la declaratoria, esto es, sin
que se haya inscripto previamente la declaratoria, se otorgue escritura traslativa de dominio de un inmueble
integrante del acervo hereditario, el escribano deberá controlar condiciones de dominio y correspondencia de
tracto entre titular registrado y herederos (art. 27, ley 17.801). A tal fin solicitará certificado de dominio del
inmueble en cuestión y certificados de anotaciones personales tanto del causante como de los herederos
vendedores. También será responsable en base a lo dispuesto por el artículo 20 de la ley 6176 de controlar que
se haya cumplido con los aportes obligatorios respecto de los honorarios profesionales de abogados como
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requisito previo a otorgar la escritura de compraventa y de que se haya cumplido con la protección del honorario
del abogado ya descripta.

d) Certificados de libre deuda

En ocasión de efectuarse la transferencia de un inmueble particular a favor de alguno, algunos o todos los
herederos o directamente del causante al comprador que contrata con los herederos, y cuando sin darse ninguna
de las dos circunstancias anteriores simplemente se inscribe la declaratoria a nombre de todos los herederos
declarados, debe averiguarse el estado de deuda del inmueble en cuestión respecto de impuestos y tasas. Y si
se tratara de un inmueble sometido a la ley 13.512 también debe averiguarse en caso de transferencia a terceros
el estado de deuda frente a las expensas. Se trata del impuesto inmobiliario -para los inmuebles de la Provincia
de Buenos Aires- y de la tasa de alumbrado, barrido y limpieza -para los de la Ciudad Autónoma de Buenos
Aires- conocida como impuesto municipal. Desde que el servicio de provisión de agua está privatizado ya no
cuenta con el carácter de carga que tenía cuando era provisto por la empresa estatal OSN, por lo cual sólo cabe
solicitar informes a OSN residual. Tanto el impuesto inmobiliario de la Provincia de Buenos Aires como la tasa
municipal de la Ciudad de Buenos Aires no pueden sino estar a nombre del titular registral del inmueble, ya que
cada vez que se efectúa una transferencia debe el escribano comunicar a la repartición respectiva el nombre del
nuevo titular de dominio. No se trata de servicios, los cuales podrían estar a nombre de un usuario del servicio
diferente del propietario del inmueble. Si además de inscribirse declaratoria o partición se realizare
conjuntamente compraventa del inmueble heredado, entonces el escribano deberá además cumplir con las
averiguaciones de deudas obligatorias para cualquier venta, como son si el inmueble está sometido al régimen
de propiedad horizontal, las deudas por expensas, y si el inmueble se encuentra situado dentro de la Provincia
de Buenos Aires, el impuesto municipal correspondiente. El artículo 5° de la ley 22.427 permite en el ámbito de
la Nación a los sucesores asumir eventuales deudas por impuestos nacionales. Hasta la constitución de la
Ciudad de Buenos Aires como Ciudad Autónoma, con sus Poderes Legislativo y Ejecutivo remozados, y con su
propio Poder Judicial, la tasa de alumbrado, barrido y limpieza de los inmuebles de la Capital Federal quedaba
incluida entre las que podían asumirse en los términos del artículo 5°. En el ámbito de la Provincia de Buenos
Aires no rige el mentado artículo 5°, por lo cual ante cualquier transferencia debía y debe averiguarse y
liquidarse la deuda como paso previo a la inscripción ante el Registro de la Propiedad provincial.

6. Cesión de derechos hereditarios sobre bienes particulares

La mera enunciación de la figura como tal encierra un contrasentido. La cesión de derechos hereditarios en tanto
especie del género cesión es esencialmente transferencia del contenido patrimonial de toda o una parte alícuota
de una herencia sin consideración al contenido particular de los bienes que la integran. No se trata, pues, de
erigirse en baluartes del nominalismo, pero tampoco de crear denominaciones deformantes de la realidad. Si lo
que se transmite son derechos hereditarios, no se trata de cosas ni derechos específicamente relativos a
determinadas cosas. Para que puedan transmitirse bienes o cosas concretas es menester que se haya
previamente realizado la partición mediante la cual los bienes o las cosas individualmente considerados son
atribuidos a herederos individualmente considerados. Por lo tanto, y más allá de las denominaciones, antes de la
partición nada puede hacerse sobre bienes particularmente considerados, salvo un contrato aleatorio
encuadrable analógicamente en la venta de cosa ajena del artículo 1329 del Código Civil o cosa futura del
artículo 1332 del Código Civil, cuya eficacia consista en que el bien en cuestión resulte como condición de
eficacia adjudicado al heredero que pretende transmitirlo a un tercero. Podrá, sin embargo, el heredero ceder
todos sus derechos hereditarios o parte de ellos. Pero no podrá ceder un bien determinado pretendiendo -quizás
con un afán de menor costo impositivo- que no sea venta. Más aún, si lo hiciere, y como los actos jurídicos deben
calificarse más por su naturaleza que por la denominación que se les hubiese impuesto, no dejará con ello de ser
una venta. Las diferencias entre la compraventa y la cesión de derechos hereditarios tiene interés en función de
las diferentes obligaciones y derechos que asume el comprador de cosa cierta frente al cesionario de derechos
hereditarios. Al respecto vale mencionar que: a) El cesionario es sucesor universal del heredero, el comprador de
uno o varios inmuebles es sucesor particular. b) El cesionario podrá ejercer reivindicación de cualquiera de las
cosas hereditarias mas en beneficio de todos los partícipes; el comprador ejerce la reivindicación en beneficio
exclusivo propio. Respecto a la cesión sobre bienes particulares se ha resuelto que: - Cuando la cesión de
derechos hereditarios alcanza a todos los bienes, recibe el nombre de "cesión de herencia"; en cambio, si se
circunscribe a algunos bienes es una "cesión de derechos hereditarios sobre los mismos", y dependerá de la
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forma de individualización que de ellos se haga si realmente es una cesión, o en realidad es una venta individual
de los objetos, y "cabría considerar como compraventa a la cesión a cambio de un precio" [53]. - El contrato por
el cual se ceden los derechos sucesorios sobre un inmueble determinado que se encuentra en poder de un
tercero, importa la transmisión de los derechos y acciones que el cedente tiene sobre la cosa [54]. - Si un
heredero ha cedido "todos los derechos y acciones que tiene y le corresponden en los autos sucesorios de su
padre [...] sobre un inmueble..." el cesionario no lo es de derechos hereditarios, sino de lo que un heredero
pretende sobre un bien determinado que integra el acervo hereditario. Carece así de vocación universal, no tiene
título a la herencia ni es partícipe de la comunidad hereditaria (arts. 3281, 3416 y concs., Cód. Civ.) [55]. - No es
cesión de herencia la que hace un heredero de sus eventuales derechos sobre un bien determinado del acervo
sucesorio. La cesión así delimitada es un acto de eficacia condicionada a que el cedente llegue a ser
adjudicatario del bien en cuestión en la partición sucesoria, pues el heredero no es propietario de ninguno de los
bienes que integran la masa indivisa de la herencia [56]. - El estado de indivisión hereditaria impide vender
derechos sobre bienes específicos de la sucesión o sobre una parte individualizada o particularizada de los
mismos, pues en todo caso sólo es posible la cesión de derechos y acciones o enajenación de la parte indivisa,
negocios que se materializan con la presentación del título en el sucesorio y se hacen efectivos sobre el
resultado particionario final (arts. 3451, 3453 y 3461, Cód. Civ.) [57]. En definitiva, "si la convención se ha referido
a una parte alícuota de lo recibido por el heredero o ha sido parcial de sus derechos, la intervención sustitutiva de
los cesionarios no ha recibido acogida en los tribunales. Se piensa que esta negación tiene por fundamento evitar
el desgaste procesal que significa la intromisión de otras personas con pretensiones. Cuánto más si se tiene en
cuenta que el cedente conserva el derecho de seguir siendo parte en el juicio, puesto que no se ha desprendido
de toda la herencia, al conservar la calidad de tal" [58]. Por otra parte, en la cesión de derechos sobre bienes
particulares falta uno de los requisitos típicos del contrato de cesión de herencia, cual es la universalidad del
objeto. Nos encontraremos entonces frente a un contrato de compraventa, de permuta o de donación de un bien
determinado, según sea la contraprestación del adquirente. Esto reviste especial interés al referirse a la forma y
publicidad del contrato [59].

IV. Conclusión

Nuestro propósito prioritario en este breve trabajo ha sido hacer de él un instrumento que logre simplificar,
agilizar y allanar la tarea de quienes colaboren en la venta de los bienes recibidos por causa de muerte y de los
acreedores de la obligación de escriturar. Atento a que el Derecho Sucesorio argentino en la actualidad no se
aprehende acabadamente sin el conocimiento del proceso sucesorio, el presente ha sido destinado a brindar no
sólo el conocimiento estático de la institución civil, sino también su dinámica procesal. Esperamos haber
contribuido mínimamente a brindar una perspectiva útil de la problemática de la venta y la sucesión mediante el
análisis de la parte esencial de las instituciones de Derecho Privado y de los aspectos procesales.
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